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JUZGADO DE 1ª INSTANCIA Nº 101 BIS CLÁUSULAS- DE MADRID 
C/ Gran Vía 12 
Tfno: 914937071 
Fax: 917031648 
juzpriminstancia101bismadrid@madrid.org 
42020310 

NIG: 28.079.00.2-2020/0035115 
Procedimiento: Procedimiento Ordinario _______ 
Materia: Cláusulas GRI - Resto 

 
Demandante: D. ---------------------------- y Dña. ------------------------------- 
PROCURADOR D. ------------------------------------- 

 
Demandado: CAIXABANK SA 
PROCURADOR Dña.----------------------------------- 

 
 
 
 

SENTENCIA Nº ____________ 
 
 
 

MAGISTRADO: --------------------- 
En Madrid, a 22 de junio de 2023. 

 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 
PRIMERO.- El Procurador Sr. ------------------, en nombre y representación de 

DON -------------------------- Y DOÑA --------------------------- presentó demanda de 
juicio ordinario contra CAIXABANK, S.A (ANTES BANKIA S.A) en la que, después 
de alegar los hechos y fundamentos de derecho que estimó de aplicación, terminó 
solicitando que se dictara sentencia con el contenido que obra en su suplico. 

 

SEGUNDO.- La demanda fue admitida a trámite por decreto que, además, 
emplazó a la demandada. Así, en representación de la demandada compareció la 
Procuradora Sra. ---------------------, quien presentó escrito de contestación a la demanda 
en los términos que constan. 

 

TERCERO.- La audiencia previa tuvo lugar el día 22/06/23 y tras intentar la 
conciliación sin éxito; las partes se ratificaron en sus escritos; se fijaron los hechos 

La
 a

ut
en

tic
id

ad
 d

e 
es

te
 d

oc
um

en
to

 se
 p

ue
de

 c
om

pr
ob

ar
 e

n 
w

w
w

.m
ad

rid
.o

rg
/c

ov
e 

m
ed

ia
nt

e 
el

 si
gu

ie
nt

e 
có

di
go

 se
gu

ro
 d

e 
ve

rif
ic

ac
ió

n:
 1

29
48

18
17

85
27

95
80

60
33

9 

mailto:juzpriminstancia101bismadrid@madrid.org
http://www.madrid.org/cove


Juzgado de 1ª Instancia Nº 101 BIS Cláusulas- de Madrid - Procedimiento Ordinario 
 

2 de 9  

controvertidos y, ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, se propusieron las 
pruebas que constan en el sistema de grabación del juicio. Limitándose a la documental, 
quedaron los autos vistos para sentencia. 

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO.- El contrato objeto del presente procedimiento es el préstamo 

hipotecario de fecha 11 de julio de 2003. 
La demandante pretende la declaración de nulidad de las siguientes cláusulas: 
CLÁUSULA DE GASTOS. 
Reclama la devolución de los gastos que hace constar en su escrito de demanda 

y que se dan aquí por reproducidos. La demandante actualizó la petición a la 
jurisprudencia vigente. 

Como señala la STS 347/2023, de 6 de marzo: 
“La STJUE de 17 de mayo de 2022 determinó, en lo que es relevante en el 

presente caso, que el principio procesal de congruencia no puede privar al consumidor 
de los medios procesales que le permiten hacer valer sus derechos en virtud de la 
Directiva 93/13/CEE, o puedan hacer imposible o excesivamente difícil la protección de 
tales derechos, vulnerando de este modo el principio de efectividad. Por tanto, el hecho 
de que el consumidor hubiera limitado su pretensión en la demanda, no debe impedir, 
que, tras su actuación posterior, pueda obtener la completa satisfacción de sus 
derechos.” 

Esta doctrina resulta plenamente aplicable a nuestro supuesto, donde la 
demandante limitó su escrito de corrección a lo señalado por la entonces vigente 
jurisprudencia del TS; por lo que, en este momento procesal, debe llevar a admitir la 
petición de la demandante según jurisprudencia vigente que luego señalaremos. 

La parte demandada se allanó a la declaración de nulidad de los gastos, pero se 
opuso a la restitución por las razones que hace constar en su escrito de contestación. 

 

SEGUNDO.- CLÁUSULA DE GASTOS. 
2.1 En cuanto a la calificación de la CLÁUSULA DE GASTOS como “abusiva” 

y atentatoria de los derechos del consumidor, aquí demandante, dado el allanamiento de 
la demandada se procede a su declaración sin más trámites (art. 21 LEC), según se 
dispondrá en parte dispositiva de esta resolución. 

2.2 Consecuencias de la declaración de nulidad de la cláusula. 
2.2.1  Sobre la PRESCRIPCIÓN de la acción de reclamación de cantidades. 
Dada la fecha en que se firmaron los préstamos, existe una polémica sobre si la 

restitución derivada de la declaración de nulidad de la cláusula de gastos por abusiva es 
una acción separable de la nulidad y, en segundo lugar, caso de ser separable y tener su 
propio plazo de prescripción (según la mayoría, el del art. 1964 CC), cuál sería el 
momento de inicio del cómputo de dicho plazo. A este respecto, se defienden, en la 
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llamada jurisprudencia menor, tres momentos: el de pago de las cantidades; el de las 
SSTS de 23/01/2019; y, por último, el de la firmeza de la sentencia que declare la 
nulidad de la cláusula en cuestión. 

Admitiéndose la separabilidad de la consecuencia restitutoria respecto de la 
nulidad de la cláusula (lo que defienden la práctica totalidad de las AAPP, según el 
parecer mayoritario de la doctrina científica y una jurisprudencia antigua de nuestro 
TS), considero que la posición que mejor encaja en la normativa y jurisprudencia del 
TJUE sobre consumo, es la que fija dicho momento en el de la firmeza de la sentencia 
que declara la nulidad de la cláusula en cuestión. Las razones son las siguientes: 

1º) El importante argumento del TJUE: “…si bien es verdad que corresponde a 
los Estados miembros, mediante sus respectivos Derechos nacionales, precisar las 
condiciones con arreglo a las cuales se declare el carácter abusivo de una cláusula 
contenida en un contrato y se materialicen los efectos jurídicos concretos de tal 
declaración, no es menos cierto que la declaración del carácter abusivo de la cláusula 
debe permitir que se restablezca la situación de hecho y de Derecho en la que se 
encontraría el consumidor de no haber existido tal cláusula abusiva, concretamente 
mediante la constitución de un derecho a la restitución de las ventajas obtenidas 
indebidamente por el profesional en detrimento del consumidor en virtud de la cláusula 
abusiva.” (SS. de 31 de mayo de 2018 y 21 de diciembre de 2016). 

2º) Ha de tenerse la certeza de que, en ese momento, el consumidor concreto esté 
en condiciones efectivas de ejercitar su derecho. Claro que el TJUE permite el 
establecimiento de plazos razonables de carácter preclusivo y que la protección del 
consumidor no es absoluta; pero con respeto a los principios de equivalencia, 
efectividad y tutela judicial efectiva (SSTJUE de 29 de octubre de 2015 [asunto 
C 8/14] y 26 de enero de 2017). Como señala la STJUE, Comunitaria sección 1 del 06 
de octubre de 2009 (ROJ: PTJUE 140/2009) “el consumidor no puede encontrarse en la 
circunstancia de que el plazo de prescripción empiece a correr, (…), sin haber tenido 
siquiera conocimiento de los efectos que la cláusula (…) abusiva ha podido generar para 
él.” 

3º) No puede prevalecer el principio de seguridad jurídica en favor de la entidad 
predisponente que es, precisamente, la causante de la situación de abusividad. Sobre el 
argumento de que es indispensable limitar el plazo de ejercicio de un derecho por 
“motivos de seguridad jurídica”, el TJUE ha señalado “que tales motivos no pueden 
prevalecer” cuando “implican una limitación de los derechos que la Directiva (…) 
concede expresamente al consumidor…” (PTJUE, Comunitaria sección 1 del 13 de 
diciembre de 2001 [ROJ: PTJUE 109/2001]). 

4º) La resolución judicial que declara la nulidad de la cláusula “constituye” el 
derecho a la restitución y se erige en “título jurídico” válido y eficaz para ese concreto 
consumidor. 

El anterior es el criterio seguido por las SSTJUE de 9 de julio de 2020 (asuntos 
acumulados C 698/18 y C 699/18) que en aplicación de los artículos 2, letra b), 6, 
apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13, con sustento en los principios de 
equivalencia, de efectividad y de seguridad jurídica proclama que “la acción judicial de 
restitución de las cantidades pagadas indebidamente a consecuencia de una cláusula 
abusiva incluida en un contrato celebrado entre un consumidor y un profesional queda 
sujeta a un plazo de prescripción de tres años que empieza a correr desde la fecha de 
cumplimiento íntegro de ese contrato, cuando se presume, sin ser preciso verificarlo, 
que en esa fecha el consumidor debía tener conocimiento del carácter abusivo de la 
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cláusula en cuestión o cuando, para acciones similares basadas en ciertas disposiciones 
del Derecho interno, ese mismo plazo únicamente empieza a correr a partir de la 
declaración judicial de la causa de esas acciones”. En el mismo sentido la sentencia del 
TJUE de 16 de julio de 2020 (asuntos acumulados C-224/19 y C-259/19) argumenta 
que la aplicación de un plazo de prescripción de cinco años que comience a correr a 
partir de la celebración del contrato, en la medida en que tal aplicación implica que el 
consumidor solo pueda solicitar la restitución de los pagos realizados en ejecución de 
una cláusula contractual declarada abusiva durante los cinco primeros años siguientes a 
la firma del contrato ―con independencia de si este tenía o podía razonablemente tener 
conocimiento del carácter abusivo de esta cláusula―, puede hacer excesivamente difícil 
el ejercicio de los derechos que la Directiva 93/13 confiere a este consumidor y, por lo 
tanto, vulnerar el principio de efectividad, en relación con el principio de seguridad 
jurídica. 

Siguiendo esta línea argumental el TJUE reitera su doctrina en la reciente 
sentencia de 22 de abril de 2021 (asunto C-485/19), en la que advierte que el 
“momento de inicio del cómputo”, en contratos de larga duración, la prescripción no 
puede empezar a correr “aun cuando el consumidor no pueda apreciar por sí mismo que 
una cláusula contractual es abusiva o no haya tenido conocimiento del carácter abusivo 
de la cláusula contractual en cuestión”. 

Por último, la STJUE de 10 de junio de 2021 (Roj: PTJUE 150/2021 - 
ECLI:EU:C:2021:470) ha señalado: 

“Los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados 
con consumidores, deben interpretarse, a la luz del principio de efectividad, en el 
sentido de que se oponen a una normativa nacional que sujeta el ejercicio de una acción 
por un consumidor: (…) a efectos de la devolución de cantidades indebidamente 
abonadas, sobre la base de tales cláusulas abusivas, a un plazo de prescripción de cinco 
años, desde el momento en que dicho plazo empiece a correr en la fecha de la 
aceptación de la oferta de préstamo, de modo que el consumidor podía ignorar, en ese 
momento, todos los derechos que le reconoce la citada Directiva.” 

La última en este sentido, es la STJUE 08 de septiembre de 2022 (ROJ: PTJUE 
206/2022 - ECLI:EU:C:2022:646) que claramente dispone lo siguiente: 

“A la luz del principio de efectividad, la Directiva 93/13 debe interpretarse en el 
sentido de que se opone a una jurisprudencia nacional según la cual el plazo de 
prescripción de diez años de la acción de un consumidor para obtener la restitución de 
cantidades indebidamente abonadas a un profesional en virtud de una cláusula abusiva 
contenida en un contrato de crédito empieza a correr desde la fecha de cada prestación 
realizada por el consumidor, aun cuando, en esa fecha, este no estuviera en condiciones 
de apreciar por sí mismo el carácter abusivo de la cláusula contractual o no tuviera 
conocimiento del carácter abusivo de esta y sin que se tenga en cuenta la duración del 
reembolso establecida en el contrato, en este caso treinta años, muy superior al plazo de 
prescripción legal de diez años.” 

La excepción no puede prosperar; pues el plazo de prescripción no puede 
computarse desde las fechas de los pagos de las cantidades; no habiéndose probado que 
la demandante pudiera ejercitar la acción en un plazo ya prescrito (carga probatoria que 
corresponde a la entidad bancaria demandada). 
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2.2.2 En relación con los efectos que debe tener esa declaración de abusividad 
sobre el Impuesto de Actos Jurídicos Documentados, los gastos notariales, de registro 
de la propiedad, gestoría y tasación, la STJUE 16/07/2020 (asuntos acumulados C- 
224/19 y C-259/19) establece el siguiente criterio de interpretación: 

“El artículo 6, apartado 1, y el artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE 
del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a que, 
en caso de nulidad de una cláusula contractual abusiva que impone al consumidor el 
pago de la totalidad de los gastos de constitución y cancelación de hipoteca, el juez 
nacional niegue al consumidor la devolución de las cantidades abonadas en virtud de 
esta cláusula, salvo que las disposiciones de Derecho nacional aplicables en defecto de 
tal cláusula impongan al consumidor el pago de la totalidad o de una parte de esos 
gastos.” 

Este criterio ha sido examinado por el Tribunal Supremo en diversas 
resoluciones (SSTS, Civil sección 1 del 24 de julio; 15 y 26 de octubre de 2020 [ROJ: 
STS 2495/2020]; [ROJ: STS 3327/2020]; [ROJ: STS 3453/2020]; 17 de noviembre de 
2020 (ROJ: STS 3793/2020) y, por último en Sentencia del Pleno de 27 de enero de 
2021) llegando a las siguientes conclusiones: 

a) Gastos de notaría: “Como «la normativa notarial (el art. 63 Reglamento 
Notarial, que remite a la norma sexta del Anexo II del RD 1426/1989, de 17 de 
noviembre) habla en general de interesados, pero no especifica si a estos efectos de 
redacción de la matriz el interesado es el prestatario o el prestamista, y el préstamo 
hipotecario es una realidad inescindible, en la que están interesados tanto el consumidor 
-por la obtención del préstamo-, como el prestamista -por la garantía hipotecaria-, es 
razonable distribuir por mitad el pago de los gastos que genera su otorgamiento. 

El mismo criterio resulta de aplicación a la escritura de modificación del 
préstamo hipotecario, puesto que ambas partes están interesadas en la modificación o 
novación. 

En cuanto a la escritura de cancelación de la hipoteca, como el interesado en la 
liberación del gravamen es el prestatario, a él le corresponde este gasto. 

Y por lo que respecta a las copias de las distintas escrituras notariales 
relacionadas con el préstamo hipotecario, deberá abonarlas quien las solicite, en tanto 
que la solicitud determina su interés. 

De acuerdo con este criterio jurisprudencial, que se acomoda plenamente a la 
doctrina expuesta en la sentencia del TJUE de 16 de julio de 2020, los gastos notariales 
generados por el otorgamiento de la escritura de préstamo hipotecario debían repartirse 
por mitad”. 

En consecuencia, la entidad bancaria deberá restituir al consumidor el 50% del 
importe del gasto de notaría. 

b) Gastos de Registro de la Propiedad: En lo que atañe a los gastos del registro 
de la propiedad, el Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba 
el Arancel de los Registradores de la Propiedad, establece en la Norma Octava de su 
Anexo II, apartado 1.º, que: 

«Los derechos del Registrador se pagarán por aquél o aquéllos a cuyo favor se 
inscriba o anote inmediatamente el derecho, siendo exigibles también a la persona que 
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haya presentado el documento, pero en el caso de las letras b) y c) del artículo 6 de la 
Ley Hipotecaria, se abonarán por el transmitente o interesado». 

De acuerdo con lo manifestado, como la norma imputa el gasto directamente a 
“aquél o aquéllos a cuyo favor se inscriba o anote el derecho”, debe asumirse por la 
entidad bancaria, como la favorecida por la inscripción de hipoteca, al 100%. 

c) Gastos de gestoría: “en la sentencia 49/2019, de 23 de enero, entendimos que 
como «cuando se haya recurrido a los servicios de un gestor, las gestiones se realizan en 
interés o beneficio de ambas partes, el gasto generado por este concepto deberá ser 
sufragado por mitad». 

Este criterio no se acomoda bien a la doctrina contenida en la sentencia del 
TJUE de 16 de julio de 2020, porque con anterioridad a la Ley 5/2019, de 15 de marzo, 
de Contratos de Crédito Inmobiliario, no existía ninguna previsión normativa sobre 
cómo debían abonarse esos gastos de gestoría. En esa situación, ante la falta de una 
norma nacional aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el pago de la 
totalidad o de una parte de esos gastos, no cabía negar al consumidor la devolución de 
las cantidades abonadas en virtud de la cláusula que se ha declarado abusiva”. 

No existiendo una disposición de derecho nacional que imponga el pago de todo 
o parte del gasto de gestoría al consumidor, se le debe restituir el 100% de lo abonado 
por la entidad bancaria. 

d) Gastos derivados del Impuesto de Actos Jurídicos Documentados: Antes de la 
reforma introducida por la actual Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los 
contratos de crédito inmobiliario, el art. 8 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados señalaba: “Estará 
obligado al pago del Impuesto a título de contribuyente, y cualesquiera que sean las 
estipulaciones establecidas por las partes en contrario: (…) d) En la constitución de 
préstamos de cualquier naturaleza, el prestatario.” 

Durante su período de vigencia, existía, por tanto, una disposición que imponía 
el pago de este gasto en su totalidad al prestatario/consumidor, por lo que nada habrá de 
abonarle la entidad bancaria al consumidor por dicho concepto. 

e) Gasto de tasación: “Aunque la tasación no constituye, propiamente, un 
requisito de validez de la hipoteca, el art. 682.2.1º LEC requiere para la ejecución 
judicial directa de la hipoteca, entre otros requisitos: 

«Que en la escritura de constitución de la hipoteca se determine el precio en que 
los interesados tasan la finca o bien hipotecado, para que sirva de tipo en la subasta, que 
no podrá ser inferior, en ningún caso, al 75 por cien del valor señalado en la tasación 
que, en su caso, se hubiere realizado en virtud de lo previsto en la Ley 2/1981, de 25 de 
marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario». 

La exigencia de la tasación de la finca de conformidad con la Ley de Mercado 
Hipotecario y su constancia mediante la correspondiente certificación es, además, un 
requisito previo para la emisión de valores garantizados. Así se desprende del art. 7 de 
la Ley, cuyo apartado 1 dispone lo siguiente: 

«Para que un crédito hipotecario pueda ser movilizado mediante la emisión de 
los títulos regulados en esta Ley, los bienes hipotecados deberán haber sido tasados por 
los servicios de tasación de las Entidades a que se refiere el artículo segundo, o bien por 
otros servicios de tasación que cumplan los requisitos que reglamentariamente se 
establecerán». 
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El apartado 2 de este art. 7, encomienda al Ministerio de Economía y Comercio, 
«las normas generales sobre tasación de los bienes hipotecables, a que habrán de 
atenerse tanto los servicios de las Entidades prestamistas como las Entidades 
especializadas que para este objeto puedan crearse». 

Ni el RD 775/1997, de 30 de mayo, sobre régimen jurídico de homologación de 
los servicios y sociedades de tasación, ni la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, 
sobre normas de valoración de bienes inmuebles, contienen disposición normativa 
alguna sobre quién debe hacerse cargo del coste de la tasación. 

De ahí que, de acuerdo con la STJUE de 16 de julio de 2020, ante la falta de una 
norma nacional aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el pago de la 
totalidad o de una parte de esos gastos, no cabía negar al consumidor la devolución de 
las cantidades abonadas en virtud de la cláusula que se ha declarado abusiva. 

Cuando resulte de aplicación la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los 
contratos de crédito inmobiliario, los gastos de tasación corresponderán al prestatario, 
por haberlo prescrito así en el apartado i) de su art. 14.1.e)”. 

Por consiguiente, ante la ausencia de disposición de derecho interno que 
imponga al consumidor el pago de todo o parte de este gasto, la entidad bancaria deberá 
restituirle el 100% de lo pagado por este concepto. 

En atención a lo expuesto, y a la vista de la documental aportada (ex art. 326 
LEC), la entidad demandada deberá abonar a la parte demandante la cantidad de 634,96 
euros más los intereses correspondientes (art. 1108 CC) desde la fecha de sus 
respectivos abonos, según determina el Tribunal Supremo, en su STS, Civil, Pleno, del 
19 de diciembre de 2018 (ROJ: STS 4236/2018) y posteriores. 

 

TERCERO.- En materia de costas, resulta irrelevante la concreta cantidad 
concedida, dado que seguimos la doctrina fijada por la STS, Civil sección 1 del 15 de 
febrero de 2021 (ROJ: STS 491/2021), al indicar: “Estimada la acción de nulidad por 
abusiva de la cláusula gastos, aunque no se hayan estimado todas las pretensiones 
restitutorias, imponemos las costas de la primera instancia al banco demandado, de 
acuerdo con la Sentencia del Tribunal de Justicia de 16 de julio de 2020.” 

 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación 
 
 
 

FALLO 
 

ESTIMAR la demanda interpuesta por el Procurador Sr. ---------------------, en 
nombre y representación de DON ---------------------------- Y DOÑA ------------------------
-, contra CAIXABANK, S.A en el siguiente sentido: 

 

DECLARAR LA NULIDAD DE LA CLÁUSULA litigiosa relativa a la 
imposición de los gastos y tributos a cargo del prestatario hipotecante, condenando a la 
demandada a estar y pasar por tal declaración, teniéndola por no puesta y manteniendo 
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la vigencia del contrato sin aplicación de la misma; condenando a la demandada a 
reintegrar a la demandante la cantidad de 634,96 euros con el correspondiente interés 
legal desde el momento de su pago e incrementados en dos puntos desde el dictado de la 
sentencia, en virtud del art. 576 LEC. 

 

Todo ello con imposición de las costas de la instancia a la parte demandada. 
 
 
 
 

Una vez firme la presente resolución, procédase conforme determina el art. 22 
de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación. 

 
 
 
 

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que no es firme 
y que contra ella podrá interponerse, ante este Juzgado, recurso de apelación en el plazo 
de veinte días desde el siguiente a la notificación. El recurso será resuelto por la 
Audiencia Provincial de Madrid previa la constitución de un depósito de 50 euros, en la 
cuenta IBAN ES55 0049 5284 0000 04 3944 20 de esta Oficina Judicial de la cuenta 
general de Depósitos y Consignaciones abierta en BANCO DE SANTANDER. 

Si las cantidades van a ser ingresadas por transferencia bancaria, deberá 
realizarse en la cuenta número IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274, indicando en el 
campo “beneficiario”: Juzgado de 1ª Instancia nº 101 bis de Madrid; y en el campo 
“observaciones” o “concepto” habrán de consignarse los siguientes dígitos: 5284 0000 
04 3944 20. 

No se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no esté constituido (L.O. 
1/2009 Disposición Adicional 15). 

 

Llévese el original al libro de sentencias. 
 

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo,---------------------, 
Magistrado en Comisión de Servicios del Juzgado de Primera Instancia Núm. 101 bis de 
Madrid. 

 
 
 
 
 
 
 

NOTA: De conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, se informa que la difusión del texto de esta 
resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá 
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llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos 
contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas 
que requieran un especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o 
perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni 
comunicados con fines contrarios a las leyes. 
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Este documento es una copia auténtica del documento Sentencia Proc. Ordinario firmado 
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